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			SOCIEDAD LIBERAL Y EMERGENCIA CLIMÁTICA

			 

			Sócrates dejó dicho en el Fedro de Platón que los campos y los árboles nada querían enseñarle, a diferencia de los hombres de la ciudad. Sugería con ello que tanto la filosofía que busca la verdad como la política que ordena la convivencia constituyen actividades humanas que se practican en la polis: sus protagonistas son los ciudadanos en contacto con otros ciudadanos. Pasarían varios siglos hasta que Rousseau describiese a ese mismo ciudadano como un ocasional paseante solitario, perdido en la contemplación del paisaje.[1] Sin embargo, tampoco el pensador ginebrino otorgaba un valor intrínseco a la naturaleza, llamada más bien a ser solaz privado del ciudadano e instrumento afectivo para la cohesión nacional. Hoy, sin embargo, la afirmación de Sócrates adquiere un sentido distinto: en un mundo transformado por la humanidad, el cambio ecológico es cambio social y viceversa. Michel Serres lo ha expresado así:

			 

			La palabra política debe ahora considerarse inadecuada, porque se refiere solo a la polis, la ciudad-estado, los espacios públicos, la organización administrativa de los grupos humanos; pero quienes viven en las ciudades [...] no saben nada del mundo.[2]

			 

			No saben, pero deben aprender que no hay separación, sino continuidad, entre polis y naturaleza. En otras palabras, un entramado socionatural que exige de los seres humanos atención a las señales provenientes de los sistemas planetarios y una respuesta eficaz a su desestabilización. Algo que los hombres de la ciudad solo podrán lograr deliberando y haciendo política. Tal es el desafío que el Antropoceno plantea a las sociedades liberales en el nuevo siglo.

			Sobre la necesidad de actuar, no debería haber demasiadas dudas. Por una parte, concurren razones relativas a la conservación del mundo natural y podemos asumir que la mayoría de los ciudadanos no desean su completa desaparición. Erle Ellis lo expresa bien:

			 

			Imagina un mundo sin lugares salvajes. Un planeta tan cubierto por piscifactorías, plantaciones, ranchos, granjas, pueblos y ciudades que las criaturas y los lugares salvajes, de existir todavía, apenas ocupasen los márgenes de nuestros paisajes rurales, urbanos y marítimos. ¿Es este el planeta en que quieres vivir? No importa quién seas, seguro que no.[3]

			 

			Sin embargo, también está en juego la estabilidad socioeconómica. Según un estudio dedicado a medir el impacto del cambio climático en la economía estadounidense, un incremento de la temperatura de apenas 1,5 grados a final del siglo XXI podría reducir el PIB hasta en un 1,7 por ciento, mientras que un aumento de 4 grados llevaría a pérdidas que oscilarían entre ese 1,7 y un 5,6 por ciento. Se trata de medias estadísticas, pues existen estados donde la pérdida sería del 10 por ciento y otros donde llegaría al 20 por ciento. Lógicamente, el impacto está llamado a ser mayor en las zonas pobres, de por sí más calurosas y con menor productividad agrícola. Y, aunque una posible solución podría ser la migración hacia zonas más frías, es patente que quienes carecen de recursos tienen menos facilidad para mudarse. Estas conclusiones pueden extrapolarse al resto del mundo, donde hay países que podrían perder hasta un 40 por ciento de su PIB. Huelga decir que este empobrecimiento global tendría un efecto pernicioso sobre el bienestar humano, la cohesión social y la viabilidad de las instituciones democráticas. Si queremos evitar estos efectos, debemos desarrollar políticas que hagan posible un cambio social significativo.[4]

			Se plantea de inmediato un problema: ¿de qué manera pueden aplicar las sociedades liberales unas políticas que parecen contradecir los principios básicos que las fundan? Más aún: ¿y si la desestabilización planetaria fuese, de hecho, un efecto colateral del ejercicio de la libertad individual que ocupa el centro normativo del liberalismo político? Maticemos: nadie destruye el mundo natural ni desestabiliza los sistemas planetarios de manera intencionada; individuos y sociedades transforman el planeta mientras persiguen otros objetivos. Pero el efecto no depende de la intención y es del efecto —agregado— de lo que tenemos que ocuparnos. La pregunta sería si podemos hacerlo sin alterar decisivamente la dimensión liberal de nuestras sociedades y si cabe decidirlo de manera democrática. Dale Jamieson expresa sus dudas: «¿Es sostenible una sociedad que permite un alto grado de libertad personal y de individualismo cuando los horizontes materiales empiezan a empequeñecerse y los sistemas ecológicos se desordenan?».[5]

			Ya vimos que el propio Jamieson apunta hacia la separación liberal entre las esferas pública y privada como la causa principal del problema. Acciones consideradas tradicionalmente como privadas —ducharse, comer una hamburguesa, conducir, tener hijos— generan ahora consecuencias públicas, en la medida en que contribuyen a la disrupción de unos sistemas planetarios de los que depende la vida de todos. Esto significa que perjudican también a sujetos que no han tomado parte en esas acciones: las generaciones futuras, otras sociedades, las demás especies. Estamos ante un efecto acumulativo: debido a las complejas mediaciones que caracterizan nuestros sistemas sociales, ni mi ducha ni mi hamburguesa pueden considerarse en sentido estricto una causa del cambio climático u otras manifestaciones antropocénicas. Mis emisiones se agregan a las emisiones de los demás y se dispersan en una intrincada cadena causal que incluye deslizamientos espacio-temporales: el dióxido de carbono enviado hoy a la atmósfera provoca el calentamiento de mañana. En este contexto, las teorías morales tradicionales tienen dificultades para operar: aquí no concurren ni la intencionalidad (requerida por los enfoques deontológicos) ni las cadenas causales lineales (exigidas por los enfoques consecuencialistas).[6] Ningún individuo es, por sí solo, responsable del cambio climático ni un agente desestabilizador de los sistemas planetarios; ninguno, tampoco, puede resolver de forma individual los problemas que se han creado de este modo. Así que la mayoría de nuestras acciones poseen dos vidas: una episódica y otra sistémica. Esta última se activa cuando nuestra acción privada entra en contacto con la infraestructura del Antropoceno: el sistema energético, el sistema alimentario o el sistema de transporte. Sus efectos se agregan entonces al resto, de manera sostenida y acumulativa, lo que tiene consecuencias planetarias.

			¿De qué manera puede romperse este círculo vicioso? ¿Puede restringirse la libertad individual en nombre de la sostenibilidad colectiva? ¿Y qué decir del crecimiento económico? Sabemos lo que piensan al respecto los decrecentistas, poco preocupados por el debilitamiento de los principios liberales —autonomía individual, pluralismo social— que podría acarrear un disciplinamiento socioecológico a gran escala. Pero también hay pensadores liberales que consideran justificado, en determinadas circunstancias, imponer límites públicos a las preferencias privadas: restringir, en fin, nuestra libertad.

			Marcel Wissenburg no vacila: las preferencias privadas solo serán legítimas si resultan ecológicamente sostenibles. Dado que la insostenibilidad amenaza el sistema democrático, la preferencia por el crecimiento económico ilimitado puede ser restringida por el Estado.[7] La premisa de este razonamiento sería que el crecimiento no constituye un fin en sí mismo, sino un medio para lograr otros fines: igualdad, libertad, bienestar, autonomía. Tendría sentido limitar el crecimiento si este no contribuye a la realización de esos fines y los pone en peligro. Una sociedad liberal, en fin, no puede suicidarse en nombre de la libertad. 

			Otra vía para la restricción del crecimiento económico en nombre del liberalismo es la planteada por Ronald Dworkin. Para él, lo fundamental es que el Estado ha de permanecer neutral respecto a las formas de vida y las concepciones del bien de una sociedad pluralista: debemos poder elegir qué vida llevar. Por eso, si el crecimiento económico amenaza con deteriorar gravemente el mundo natural, estaríamos privando a las futuras generaciones de una forma de vida que pertenece al catálogo pluralista: la que pone en su centro el disfrute del medio natural. Un Estado que no lo proteja faltaría así a su deber de «neutralidad por omisión».[8] Cuidar del entorno natural es cuidar de la libertad de los ciudadanos del futuro.

			También se ha sugerido que el establecimiento de condiciones que restrinjan el ejercicio del derecho de propiedad es compatible con el liberalismo si un mal uso de esos derechos amenaza con destruir todo el sistema de los derechos de propiedad. Y ello sobre la base de que en la vigencia de ese sistema asienta la autonomía individual en el marco liberal. Sin mucha dificultad pueden encontrarse argumentos en John Locke y en John Stuart Mill en favor de algún tipo de limitación.[9] Ahí está, por ejemplo, la célebre «cláusula lockeana», así llamada por el teórico del liberalismo libertario Robert Nozick a partir de la teoría del trabajo del filósofo inglés. Según Locke, los individuos tienen derecho a apropiarse de los bienes naturales «solo mientras quede al menos suficiente en común para los demás, y de la misma calidad». Si no ocurre así, el derecho a la propiedad queda limitado o suspendido. Muchos pensadores empeñados en construir un liberalismo sostenible, como es natural, se han apoyado en ella.[10]

			A fin de cuentas, no existe un solo liberalismo, sino varios. Nada más natural: hay distintas formas de definir la autonomía individual y, por tanto, también de protegerla o fomentarla. Si en un extremo se halla el libertarismo, que apuesta por un Estado mínimo, en el otro nos encontraríamos con la tradición del liberalismo social que tiene en Stuart Mill su referente. ¿O sigue siendo autónomo un sujeto que se ve obligado a emigrar debido al cambio climático? Pero la restricción de la libertad en nombre de la libertad tiene sus límites. El liberalismo y el decrecentismo, por ejemplo, se antojan incompatibles; incluso si tomamos como referencia las formas más igualitarias de liberalismo o aquellas teorías de la justicia que aspiran a realizarse en el marco de la sociedad liberal. Pensemos en el suficientismo defendido por Harry Frankfurt, cuya aspiración es que todos tengamos al menos lo suficiente y no necesariamente lo mismo que los demás. A primera vista, el suficientismo debería entenderse bien con el decrecentismo: ambos ponen la justicia por delante del crecimiento. Sin embargo, el decrecentismo es inevitablemente antipluralista y, por tanto, antiliberal: alineados todos en el frente de la austeridad económica, no queda sitio para la diversidad moral ni para los experimentos vitales. El suficientismo, en cambio, no impide que tengamos cosas o cantidades distintas, siempre que todos tengamos bastante; la justicia no impide que la sociedad sea plural en sus formas de vida y concepciones del bien.[11] 

			 

			 

			Liberalismo, capitalismo, sostenibilidad

			 

			En Sobre la libertad, John Stuart Mill indaga sobre «la naturaleza y los límites del poder que puede ejercerse legítimamente por la sociedad sobre el individuo»;[12] su protagonismo en la discusión que nos ocupa resulta así inevitable. A su modo de ver, ese poder solo puede ejercerse de manera justa contra alguien con objeto de prevenir el daño a otros. De manera que terminan siendo acciones privadas las que no causan perjuicio a los demás y públicas las que sí lo hacen. Ahora bien: Mill, y de ahí su vigencia, se cuida de definir de manera rígida su Principio del Daño. Por una parte, no especifica qué condición tiene que darse para que la comunidad pueda interferir en la libertad del individuo. Por otra, añade un matiz importante: que el daño o la probabilidad de daño a los intereses de los demás pueda justificar esa interferencia no implica que esta se encuentre siempre justificada. Allí donde la ley nada disponga, habrá que debatir sobre el caso en concreto.

			Eso es, precisamente, lo que hacemos cuando hablamos de las consecuencias políticas del Antropoceno: decidir, en primer lugar, si la libertad individual ha de ser limitada en nombre de la sostenibilidad, y, en segundo lugar, discutir qué extensión y qué formas habría de conocer dicha limitación. Todo ello con una mirada puesta en la preservación, hasta donde sea posible, de otros valores que también definen nuestras democracias constitucionales: diversidad, pluralismo, igualdad, tolerancia. Salta a la vista que no es fácil guardar los equilibrios teóricos si queremos que una sociedad sea a la vez liberal, sostenible y democrática. Para empezar, porque conviene preguntarse si una sociedad que renuncia al crecimiento económico gozará de legitimidad suficiente a ojos de sus ciudadanos, muchos de los cuales aspiran todavía, y con razones fundadas, a mejorar sus condiciones materiales de vida. Se da por supuesto con demasiada facilidad que las limitaciones al crecimiento y las restricciones a la libertad individual gozarán de apoyo popular en unas democracias cuya relativa fragilidad se ha hecho evidente a raíz de la gran recesión iniciada a finales de 2008, que nos ha recordado la prioridad que los electores otorgan al empleo y a la desigualdad. Y tal vez con razón: ni siquiera queda claro que el crecimiento económico per se constituya forzosamente una causa de insostenibilidad.

			Si lo supiéramos con certeza, dejaríamos de crecer: mejor vivos que ricos. De ahí proviene, seguramente, la tentación autoritaria en la que en ocasiones ha caído el ecologismo político. Nada sorprendente: si la democracia es un obstáculo para la supervivencia, esta última tiene preferencia. William Ophuls dejó sentado el principio fundacional del ecoautoritarismo a finales de los años setenta del siglo pasado: «Solo un Gobierno con amplios poderes para regular la conducta individual en nombre del interés ecológico común puede lidiar de manera eficaz con esta tragedia de los bienes comunes».[13] Ha pasado mucho tiempo y el ecologismo político ha abandonado este discurso, pero la contradicción fundamental entre los procedimientos democráticos y los resultados sostenibles sigue sin resolverse: no hay ninguna garantía de que los primeros produzcan los segundos.

			De hecho, la amenaza del cambio climático ha renovado esos miedos y pueden observarse algunos coqueteos con el Leviatán ecológico. Hemos leído que «la humanidad habrá de sacrificar la libertad de vivir de cualquier manera en favor de un sistema que prime la supervivencia»; incluso un periodista tan reconocido como Thomas Friedman ha elogiado la capacidad de la autocracia china para imponer políticas impopulares pero necesarias. A veces, son los científicos quienes razonan así, abrumados por los resultados que arrojan sus modelos predictivos: James Lovelock compara el cambio climático con una guerra y aconseja suspender el régimen democrático durante el tiempo que hayamos de librarla.[14] Un caso distinto es el de quienes, sin reclamar formas autoritarias de manera explícita, hablan del Antropoceno en unos términos tan apocalípticos que no se encuentra la manera de abordarlo sin recurrir a formas políticas autoritarias.
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